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Nuevos Recortes en las Prestaciones de Incapacidad Temporal

La modificación introducida por la disposición adicional cuadragésimooctava la Ley 30/2005 de Presupuestos para 2006 en el Texto Refundido de la Ley General de Seguridad Social aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994 de 20 de junio, hace que determinadas competencias en materia de Incapacidad Temporal (IT) sean asumidas desde criterios puramente económicos por el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS) (Ver Anexo)

La reforma supone una nueva vuelta de tuerca por parte del Ministerio de Trabajo y del Instituto Nacional de la Seguridad Social en su intento de acaparar cada vez mas competencias en materia de IT, en detrimento de las competencias de los Servicios de Salud y propugna un control exclusivamente económico de la prestación, olvidando que la IT es una prestación sanitaria más, necesaria, junto a  la médica y la farmacéutica, para recuperar la salud perdida, y no sólo una prestación de carácter económico para mantener unos niveles de renta.

Este carácter sanitario de la prestación sólo lo pueden aportar los niveles asistenciales de los servicios de salud y, en su caso, las inspecciones de servicios sanitarios de las distintas autonomías,  actualmente corresponsables de su correcta aplicación y utilización, a los que precisamente se obvia en la pretendida reforma. Al hacer recaer en un organismo sin competencias sanitarias, de manera exclusiva en unos casos, y compartida en otros, ciertos aspectos del control de la IT, la propuesta va en detrimento, tanto de los derechos sanitarios de los afiliados, como de los profesionales de atención primaria, que ven mermada su capacidad de actuación para atender determinados problemas de salud.

La reforma aprobada, sin que nos conste que se haya informado a los agentes sociales y asociaciones profesionales, ni negociado ni consensuado previamente con las Comunidades Autónomas responsables de la atención sanitaria de los ciudadanos, supone en la práctica un recorte mas o menos encubierto de la duración y de las garantías de los trabajadores en los procesos de IT.
Independientemente de la consideración de si es “políticamente correcto”, utilizar para la reforma el propio articulado de una Ley de Presupuestos, cuando se ha hizo público en su día el compromiso del Presidente del Gobierno de que no habría para este año “Ley de Acompañamiento” precisamente para garantizar la no inclusión de este tipo de modificaciones en una Ley cuya finalidad es bien concreta y distinta de los fines que se buscan con esta modificación, resulta altamente preocupante el hecho de que ni siquiera menciona la atención primaria de salud, e ignora las funciones administrativo-sanitarias de la inspección médica de los Servicios y Consejerías de Salud de las Comunidades Autónomas, veladoras hasta ahora de la gestión correcta de la prestación.

El texto aprobado deja a los médicos de atención primaria y a la inspección de servicios sanitarios, sin las funciones que siempre han tenido sobre altas y bajas laborales, fundamentalmente a partir de los 12 meses de IT, y quedan en manos del Instituto Nacional de la Seguridad Social, tanto las altas con motivo de las propuestas de incapacidad permanente, que hasta ahora eran competencia de la inspección médica en contacto con el medico de atención primaria, como la posibilidad de una conceder una nueva baja tras la denegación de la incapacidad permanente o después de agotar el periodo de 18 meses.

Esta reforma supone el despropósito de que, el INSS, una administración de ámbito estatal sin actividad sanitaria directa, al tratarse de una competencia ya transferida a las Comunidades Autónomas, pueda dictaminar sobre las posibilidades de curación o no de un paciente durante los seis meses de la prórroga de IT incluso en contra del criterio médico del servicio de salud. 

Este hecho, además de ser cuestionable jurídicamente, aumenta, en el orden social, la desconfianza de la población en sus Servicios de Salud y en los profesionales que los atienden, e impide a éstos desempeñar su función sanitaria de determinar si un proceso es recuperable o no. Además, implica una cierta inseguridad jurídica para los propios trabajadores al estar sometida una misma prestación a criterios de dos administraciones distintas y existir la posibilidad de ser baja a “efectos sanitarios” por que así lo determine el servicio de salud de su comunidad y la inspección de servicios sanitarios en su caso y alta a “efectos económicos” por que así lo determinen los facultativos del Instituto Nacional de Seguridad Social.

Tampoco sería de extrañar, vista la evolución de anteriores normas relativas a la IT, que, pasado un tiempo, se ampliaran estas competencias también a las Mutuas, lo que agravaría aún más la situación y facilitaría la entrada a una posible privatización de la asistencia sanitaria de los trabajadores.

En la actualidad, cuando se pretenden modificar los estatutos de diversas Comunidades Autónomas para conseguir el mayor grado de maniobrabilidad en la gestión de sus competencias, no debería ser asumible, que, como administraciones públicas responsables plenas de las prestaciones sanitarias, puedan ver continuamente supervisadas, o lo que es peor, suplantadas, sus actuaciones cotidianas en esta materia por otra administración. Entendemos que, independientemente del color de su gobierno, sus responsables deberían hacer constar su disconformidad sobre el hecho de compartir sus responsabilidades, o incluso perder competencias transferidas.

Por si esto no fuera suficiente, los resultados del salto a la gestión de la IT de INSS y Mutuas, que se han producido en los últimos años, no han sido en absoluto positivos, habiendo empeorado los indicadores, complicado la gestión diaria de la prestación, y desmotivado a los profesionales. Esta reforma, al abundar en los mismos criterios, profundizaría en estas distorsiones y tendría otros efectos negativos ahora mismo difícilmente calculables, complicando aún más la gestión de la prestación. Una vez más se equivoca la Administración en el diagnóstico y en el tratamiento del problema y se invierten recursos en eslabones secundarios del proceso de gestión (INSS y Mutuas) en vez de en los agentes y procesos principales del mismo, los profesionales y recursos de Atención Primaria e Inspección Sanitaria.

Esta propuesta, en suma, además de partir de la desconfianza sobre toda la población, identificando la los trabajadores y a los profesionales sanitarios como defraudadores en potencia, no aborda de forma eficaz y eficiente la reforma de la gestión y el alcance de la IT, y al ignorar su carácter sanitario y duplicar recursos para su gestión, va a suponer sin duda un nuevo, inadecuado y equivocado intento de frenar el gasto social por esta prestación.

Por todo ello, queremos hacer constar nuestra oposición frontal y total a esta reforma y pedimos la concienciación de aquellos agentes sociales que, de alguna manera, puedan contribuir a paralizarla y así permitir dar un nuevo enfoque a la situación. Por nuestra parte impulsaremos una campaña de información y sensibilización a través de los medios de comunicación, las distintas estructuras responsables de los Servicios de Salud, las Centrales Sindicales y las Asociaciones Profesionales. Sin querer dramatizar, consideramos que podríamos estar posiblemente ante la desaparición a corto-medio plazo de todas las funciones sanitarias relacionadas con la gestión y control de la IT que se llevan a cabo desde las distintas Consejerías de Salud y Servicios de Salud autonómicos.

Enero de 2005

Luis Manuel Garrido Gámez

Presidente de la FAISS
Nota: Constituida en Madrid, el día 23 de enero de 2004, la FEDERACIÓN DE ASOCIACIONES DE INSPECCIÓN DE SERVICIOS SANITARIOS (F.A.I.S.S.) defiende y representa a través de las distintas Asociaciones Profesionales que la conforman, las funciones e intereses profesionales del colectivo de inspectores médicos, inspectores farmacéuticos y enfermeros subinspectores de todo el conjunto del estado y fomenta las actuaciones encaminadas a defender los derechos de los usuarios en el Sistema Sanitario.
Anexo

Contenido de la reforma:

	Disposición adicional cuadragésima octava. Modificación

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo

1/1994, de 20 de junio.

Con efectos de 1 de enero de 2006 y vigencia indefinida,

se modifican los siguientes preceptos del texto

refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado

por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio:

Uno. Se modifica la letra a) del apartado 1 del

artículo 128 del texto refundido de la Ley General de la

Seguridad Social, que quedará redactado como sigue:

«a) Las debidas a enfermedad común o profesional

y a accidente, sea o no de trabajo, mientras el

trabajador reciba asistencia sanitaria de la Seguridad

Social y esté impedido para el trabajo, con una

duración máxima de doce meses, prorrogables por

otros seis cuando se presuma que durante ellos

puede el trabajador ser dado de alta médica por

curación.

Agotado el plazo de duración de doce meses

previsto en el párrafo anterior, el Instituto Nacional

de la Seguridad Social, a través de los órganos competentes

para evaluar, calificar y revisar la incapacidad

permanente del trabajador, será el único competente

para reconocer la situación de prórroga

expresa con un límite de seis meses más, o bien,

para determinar la iniciación de un expediente de

incapacidad permanente, o bien, para emitir el alta

médica a los exclusivos efectos de la prestación económica

por incapacidad temporal. El Instituto Nacional

de la Seguridad Social será el único competente

para determinar si una nueva baja médica tiene o no

efectos económicos cuando para emitir cualquier

baja médica que se produzca en un plazo de seis

meses posterior a la antes citada alta médica por la

misma o similar patología.»
Dos. La Secretaría de Estado de la Seguridad Social,

a propuesta del Instituto Nacional de la Seguridad

Social, y mediante Resolución publicada en el «Boletín

Oficial del Estado», determinará la fecha en que los órganos

competentes para evaluar, calificar, y revisar la situación

de incapacidad permanente del trabajador, asumirán

las competencias establecidas en el segundo párrafo del

artícu lo 128.1.a) del texto refundido de la Ley General de

la Seguridad Social.


	Tres. Se añade un nuevo párrafo segundo, pasando

el actual a ser el tercero, al apartado 1 del artículo 131 bis

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994,

de 20 de junio, con la siguiente redacción:

«En el supuesto de que el derecho al subsidio se

extinga por el transcurso del plazo máximo establecido

en el apartado a) del número 1 del artículo 128

y el trabajador hubiese sido dado de alta médica sin

declaración de incapacidad permanente, sólo podrá

generarse un nuevo proceso de incapacidad temporal

por la misma o similar patología si media un

período de actividad laboral superior a seis meses o

si el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través

de los órganos competentes para evaluar, calificar

y revisar la situación de incapacidad permanente

del trabajador, emite la baja a los exclusivos efectos

de la prestación económica incapacidad temporal.»
Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 131 bis

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994,

de 20 de junio.

«2. Cuando la situación de incapacidad temporal

se extinga por el transcurso del plazo máximo

fijado en el párrafo primero del apartado a) del

número 1 del artículo 128, plazo de doce meses o, en

su caso, hasta de dieciocho meses, se examinará

necesariamente, en el plazo máximo de tres meses,

el estado del incapacitado a efectos de su calificación,

en el grado que corresponda, como inválido

permanente.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en

aquellos casos en que continúe la necesidad de tratamiento

médico, por no ser definitivas las reducciones

anatómicas o funcionales que presente el trabajador,

se valorará y calificará la situación de

incapacidad permanente en el grado que corresponda,

declarando la situación revisable en el plazo

de seis meses. Sólo en este supuesto no se exigirá

para el reconocimiento de la pensión de incapacidad

permanente durante seis meses, un periodo de cotización

distinto al establecido para la incapacidad

temporal.

Durante el plazo de tres meses previsto para la

calificación de la incapacidad, una vez agotado el

plazo de duración máximo de dieciocho meses de la

incapacidad temporal, no subsistirá la obligación de

cotizar.»



Disposición adicional cuadragésima octava. Modificación

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo

1/1994, de 20 de junio.

Con efectos de 1 de enero de 2006 y vigencia indefinida,

se modifican los siguientes preceptos del texto

refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado

por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio:

Uno. Se modifica la letra a) del apartado 1 del

artículo 128 del texto refundido de la Ley General de la

Seguridad Social, que quedará redactado como sigue:

«a) Las debidas a enfermedad común o profesional

y a accidente, sea o no de trabajo, mientras el

trabajador reciba asistencia sanitaria de la Seguridad

Social y esté impedido para el trabajo, con una

duración máxima de doce meses, prorrogables por

otros seis cuando se presuma que durante ellos

puede el trabajador ser dado de alta médica por

curación.

Agotado el plazo de duración de doce meses

previsto en el párrafo anterior, el Instituto Nacional

de la Seguridad Social, a través de los órganos competentes

para evaluar, calificar y revisar la incapacidad

permanente del trabajador, será el único competente

para reconocer la situación de prórroga

expresa con un límite de seis meses más, o bien,

para determinar la iniciación de un expediente de

incapacidad permanente, o bien, para emitir el alta

médica a los exclusivos efectos de la prestación económica

por incapacidad temporal. El Instituto Nacional

de la Seguridad Social será el único competente

para determinar si una nueva baja médica tiene o no

efectos económicos cuando para emitir cualquier

baja médica que se produzca en un plazo de seis

meses posterior a la antes citada alta médica por la

misma o similar patología.»

Dos. La Secretaría de Estado de la Seguridad Social,

a propuesta del Instituto Nacional de la Seguridad

Social, y mediante Resolución publicada en el «Boletín

Oficial del Estado», determinará la fecha en que los órganos

competentes para evaluar, calificar, y revisar la situación

de incapacidad permanente del trabajador, asumirán

las com petencias establecidas en el segundo párrafo del

ar tícu lo 128.1.a) del texto refundido de la Ley General de

la Seguridad Social.

Tres. Se añade un nuevo párrafo segundo, pasando

el actual a ser el tercero, al apartado 1 del artículo 131 bis

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994,

de 20 de junio, con la siguiente redacción:

«En el supuesto de que el derecho al subsidio se

extinga por el transcurso del plazo máximo establecido

en el apartado a) del número 1 del artículo 128

y el trabajador hubiese sido dado de alta médica sin

declaración de incapacidad permanente, sólo podrá

generarse un nuevo proceso de incapacidad temporal

por la misma o similar patología si media un

período de actividad laboral superior a seis meses o

si el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través

de los órganos competentes para evaluar, calificar

y revisar la situación de incapacidad permanente

del trabajador, emite la baja a los exclusivos efectos

de la prestación económica incapacidad temporal.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 131 bis

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994,

de 20 de junio.

«2. Cuando la situación de incapacidad temporal

se extinga por el transcurso del plazo máximo

fijado en el párrafo primero del apartado a) del

número 1 del artículo 128, plazo de doce meses o, en

su caso, hasta de dieciocho meses, se examinará

necesariamente, en el plazo máximo de tres meses,

el estado del incapacitado a efectos de su calificación,

en el grado que corresponda, como inválido

permanente.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en

aquellos casos en que continúe la necesidad de tratamiento

médico, por no ser definitivas las reducciones

anatómicas o funcionales que presente el trabajador,

se valorará y calificará la situación de

incapacidad permanente en el grado que corresponda,

declarando la situación revisable en el plazo

de seis meses. Sólo en este supuesto no se exigirá

para el reconocimiento de la pensión de incapacidad

permanente durante seis meses, un periodo de cotización

distinto al establecido para la incapacidad

temporal.

Durante el plazo de tres meses previsto para la

calificación de la incapacidad, una vez agotado el

plazo de duración máximo de dieciocho meses de la

incapacidad temporal, no subsistirá la obligación de

cotizar.»
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